ACCIÓN DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA

RADICADO: 66001 22 04 003 2018 00208 
ACCIONANTE: JAIRO ALBERTO ARANGO ISAZA 
ACCIONADO: FISCALÍA 168 ESPECIALIZADA DECVDH-ETDDF

ASUNTO: IMPROCEDENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Proceso:
Acción de tutela primera instancia 

Radicación:
66001 22 04 003 2018 00208 

Accionante:
Jairo Alberto Arango Isaza 
Accionado:
Fiscalía 168 Especializada DECVDH – ETDDF

Asunto:

Declara improcedente
TEMAS:
DEBIDO PROCESO / CONTRADICCIÓN Y DEFENSA / TUTELA CONTRA DECISIONES JUDICIALES / REQUISITOS GENÉRICOS Y ESPECÍFICOS / SUBSIDIARIEDAD – APLICA CUANDO EL PROCESO AÚN SE ENCUENTRA EN CURSO.
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.   Por ello se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria… 

… la posibilidad de demandar determinaciones  judiciales por vía de tutela no ha sido un asunto pacífico en el ámbito judicial. Sin embargo, en la jurisprudencia pertinente se ha indicado que se puede controvertir una decisión judicial por esta vía cuando ella constituye lo que se conoce como una vía de hecho, para lo cual se hace necesario citar lo expuesto por la Corte Constitucional sobre el tema así: “(…) es posible que ciertas actuaciones de los jueces, aunque bajo el ropaje o disfraz de providencias, no sean tales sino verdaderas vías de hecho, para llegar a las cuales se  adoptan medios ostensiblemente contrarios  al ordenamiento jurídico, bien por utilización de un poder para un fin no previsto,  en la legislación, (defecto sustantivo), bien por ejercicio de la atribución por un órgano distinto a su titular o excediendo la misma  (defecto orgánico), por la aplicación del derecho sin contar con el apoyo de los hechos determinantes  del supuesto legal ( defecto fáctico), o bien por la actuación al margen del procedimiento establecido (defecto procedimental)”.

… la acción de tutela es improcedente cuando el proceso no ha concluido y se pide la protección del juez constitucional para atacar providencias judiciales en trámite en las que se alegue una vía de hecho, por la sencilla razón de que no obstante la posible irregularidad que se hubiere presentado en el trámite del proceso correspondiente, al no estar culminada la actuación, existen normas en el procedimiento para que el afectado alegue oportunamente estas deficiencias, bien sea, pidiendo nulidades, interponiendo recursos, interviniendo en el proceso, todo con el fin de defender sus derechos. Es decir, la improcedencia de la acción de tutela, en estos casos, radica en la existencia de otro medio de defensa judicial, dentro del propio proceso.
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SALA DE DECISIÓN PENAL
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Pereira,  veintinueve (29) de octubre de dos mil dieciocho (2018)

Aprobado por Acta No.0956

Hora: 8:20 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
 


Se procede a resolver lo concerniente a la acción de tutela interpuesta por el señor Jairo Alberto Arango Isaza en contra de la Fiscalía 168 Especializada Contra Violaciones a los Derechos Humanos DECVDH-ETDDFF de Pereira, por considerar vulnerado su derecho fundamental al debido proceso.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
 
2.1.  Indicó el señor Jairo Alberto Arango Isaza que lleva más 18 meses privado de su libertad, sin que a la fecha se le hubiera resuelto su situación jurídica.

Informó que había presentado solicitud de libertad por vencimiento de términos, pero la misma fue negada, lo que vulnera sus derechos fundamentales de contradicción y defensa. 
Argumentó que la Fiscalía 168 Especializada Contra Violaciones a los Derechos Humanos DECVDH de Pereira lo privó de su libertad dentro del proceso que se sigue en su contra bajo los lineamientos de la Ley 600 de 2000, a sabiendas que no se cumple con los requisitos exigidos en la misma, ya que las veces que ha sido requerido, ha acudido a los llamados de la justicia, ha participado en todos los programas, ha constituido una asociación para trabajar por el bien de la comunidad y se estaba formado en los diferentes cursos que llegaban al “municipio” (sic).

Señaló el accionante que la FGN vulneró su derecho fundamental al debido proceso al solicitar en su contra una medida de aseguramiento cuando para su imposición se requieren como mínimo dos indicios y en su caso, solo quedó demostrado uno y el que consideró no es grave, si se tiene cuenta que el señor Camilo de Jesús Zuluaga alias “Napo”, testigo de la FGN, fue el único que lo mencionó, lo que no hizo el otro testigo de alias “Tontoniel”.  Sin embargo, la FGN sustentó la necesidad de la medida de aseguramiento sin dos indicios graves y sin señalar porqué la misma era necesaria por el delito que se le endilga. Además, la FGN no demostró que el accionante sea un peligro para la sociedad o “para el proceso” (sic), máxime que participó durante todo el proceso de justicia y paz.
Consideró que la acción de tutela es procedente para salvaguardar  el derecho fundamental al debido proceso.
Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) resolución emitida por la Fiscalía accionada el 6 de septiembre de 2018 por medio de la cual se resolvió la situación jurídica al accionante y se decidió imponer medida de aseguramiento consistente en detención preventiva, la cual se cumplirá en centro carcelario donde se encuentra el señor Jairo Alberto Arango Isaza alias “kalimán” por las conductas punibles de desaparición forzada agravada y homicidio agravado (Fls.16-33); ii) de la página No.3 del acto administrativo de terminación del proceso de reintegración por culminación de la ruta al señor Arango Isaza (Fl. 34); iii) diploma de la institución educativa rural “Doraldal” (Fl. 359, iv) constancia de la Agencia Colombiana para la Reintegración (Fl. 36); v) carné de la iglesia católica apostólica Recta Doctrina (Fl. 37); vi) certificación de la Unidad Municipal de Asistencia Técnica Agropecuaria UMATA (Fl. 38).
3. RESPUESTA A LA ACCIÓN DE TUTELA
        

3.1.  FISCALÍA 168 ESPECIALIZADA CONTRA VIOLACIONES A LOS DERECHOS HUMANOS  DECVDH-ETDD DE PEREIRA
Informó que el actor lleva más de 18 años privado de la libertad por haber sido capturado el 2 de marzo de 2017 con orden No.290017909 de la Fiscalía 34 Especializada de esa misma unidad, ahora Fiscalía 167, donde fue indagado dentro del proceso No.138.035 por el concurso de conductas punibles de secuestro simple, homicidio en persona protegida y tortura, que adelanta ese Despacho donde la víctima el señor Miguel Ángel Martínez, por hechos ocurrieron en vigencia de la Ley 600 de 2000, quien aceptó los cargos en la diligencia indagatoria realizada el 3 de marzo de 2017 y por lo cual se le impuso medida de aseguramiento al definírsele su situación jurídica, con quien se suscribió acta de formulación de cargos con fines de sentencia anticipada el 21 junio de 2017 por el concurso de delitos de secuestro simple agravado y homicidio en persona protegida.  En presencia de su defensor, el accionante aceptó los cargos formulados, por lo cual el ente acusador remitió el proceso al Juzgado Penal del Circuito de La Dorada, Caldas el día 17 de agosto de 2017, quien avocó el conocimiento del proceso.  

Señaló que el señor Arango Isaza perteneció a un grupo al margen de la ley denominado “frente John Isaza”, quienes delinquieron en el departamento de Caldas al mando de su tío Ramón María Isaza Arango, donde el comandante era su primo Ovidio Isaza Gómez, por lo que esa Fiscalía vinculó al actor en diligencia de indagatoria el 24/07/2018 dentro del proceso radicado al No. 6600160660202170139930, en el que no aceptó los cargos, resolviéndose su situación jurídica con medida de aseguramiento, misma que se está a la espera de que quede ejecutoriada, por lo que aclaró que esta medida cautelar  no es la que lo tiene privado de la libertad. En esa providencia, donde se resolvió su situación jurídica, se dispuso en el numeral 2º: “oficiar al centro carcelario de Puerto Triunfo Antioquia para que una vez cesen los motivos por los cuales está detenido el señor JAIRO ALBERTO ARANGO ISAZA ALIAS KALIMAN, sea dejado a disposición de este despacho en razón del presente asunto”, lo que significa que no está privado de la libertad por cuenta de ese Despacho.
Consideró que no se ha vulnerado al actor el debido proceso, como quiera que al mismo se le han respetado sus derechos y al estar vinculado en varios procesos como coautor o partícipe, es deber de esa Delegada procesarlo de acuerdo a la línea de tiempo y georreferenciación, por lo tanto, el señor Arango Isaza está a la espera de una sentencia de carácter condenatorio al haber reconocido su participación en delitos graves y es el Juzgado Promiscuo de La Dorada, Caldas, el que tiene a cargo el capturado hasta que se le imponga una sanción penal.  En tal virtud, ese Despacho tiene hasta la resolución de cierre de investigación para obtener pruebas que aporten a la misma con el fin de tomar una decisión absolutoria o de acusación.

Aclaró que desconoce si en contra de la resolución donde se definió la situación jurídica, el accionante interpuso los recursos legales, lo que hace inocuo acudir a la acción de tutela por cuanto este caso se encuentra en etapa preliminar. 

Señaló que en este caso no están dados los presupuestos para que proceda la acción de tutela en contra de providencias judiciales (Fl. 50-52).

Adjuntó copia del acta de formulación de cargos para sentencia anticipada dentro del radicado No.138.035 (Fls. 53-67), de la diligencia de indagatoria rendida por el actor dentro del proceso por el homicidio del señor José Elías Ramírez Vargas (Fls. 68-76) y de la decisión donde se resolvió su situación jurídica y se le impuso medida de aseguramiento dentro del proceso radicado al No.2017-0139390 (Fls. 77-97).
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción constitucional, de acuerdo a lo establecido en los Decreto 1382 de 2000 y 1983 de 2017, que señalan  que cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial le será repartida al respectivo superior funcional del accionado, que en este caso viene a ser esta Colegiatura.

4.2. PROBLEMA JURÍDICO
Corresponde a esta Sala determinar si las autoridades judiciales accionadas vulneraron los derechos fundamentales invocados por el apoderado judicial del señor Jairo Alberto Arango Isaza.
4.3. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.   Por ello se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. Debe agregarse además, que la tutela, está destinada a proteger situaciones individuales frente a aquellas actuaciones u omisiones que constituyan una efectiva amenaza u ofensa concreta frente a una persona determinada,  tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así: 

“…también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…”
 

4.5. Como quiera que las inconformidades del señor Arango Isaza radican en lo decidido por la Fiscalía 168 Especializada contra la Violación de los Derechos Humanos de esta capital cuando resolvió su situación jurídica  e imponer medida de aseguramiento en contra del actor consistente en detención preventiva dentro del proceso radicado al No.66001606605020170139390, resulta necesario señalar que la posibilidad de demandar determinaciones  judiciales por vía de tutela no ha sido un asunto pacífico en el ámbito judicial. Sin embargo, en la jurisprudencia pertinente se ha indicado que se puede controvertir una decisión judicial por esta vía cuando ella constituye lo que se conoce como una vía de hecho, para lo cual se hace necesario citar lo expuesto por la Corte Constitucional sobre el tema así: “(…) es posible que ciertas actuaciones de los jueces, aunque bajo el ropaje o disfraz de providencias, no sean tales sino verdaderas vías de hecho, para llegar a las cuales se  adoptan medios ostensiblemente contrarios  al ordenamiento jurídico, bien por utilización de un poder para un fin no previsto,  en la legislación, (defecto sustantivo), bien por ejercicio de la atribución por un órgano distinto a su titular o excediendo la misma  (defecto orgánico), por la aplicación del derecho sin contar con el apoyo de los hechos determinantes  del supuesto legal (defecto fáctico), o bien por la actuación al margen del procedimiento establecido (defecto procedimental)”.
 

4.5.1. De acuerdo con lo anterior, la Corte Constitucional en la Sentencia C-590 de 2005 exige ciertos requisitos, unos genéricos y otros específicos, cuyo cumplimiento está obligado el demandante a acreditar: 

“Según la precitada sentencia, son requisitos generales de procedencia los siguientes: (i) que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial al alcance de la persona afectada; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que, ante una irregularidad procesal, el defecto tenga un efecto decisivo o determinante en la sentencia; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y (vi) que no se trate de sentencias de tutela.

Mientras que, en punto de las exigencias específicas, se han establecido las que a continuación se relacionan: 

i) 
Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada carece absolutamente de competencia para ello.

ii) 
Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido.

iii) 
Defecto fáctico, el cual surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión.

iv)
Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales  o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; 

v) 
Error inducido, el cual surge cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.

vi) 
Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los funcionarios judiciales de explicitar los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones, en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.

vii) 
Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado 
(viii) 
Violación directa de la Constitución. (…)” 

4.5.2.  En lo que tiene que ver con el derecho fundamental al debido proceso, el artículo 29 de la Constitución Política determinó lo siguiente (T-081 de 2009): “El derecho al debido proceso contiene de este modo, entre otros el derecho a la defensa, que implica la facultad de ser escuchado en un proceso en el cual se está definiendo la suerte de una controversia, pedir, aportar y controvertir pruebas, formular alegaciones e impugnar las decisiones. El debido proceso, como ya lo ha establecido esta Corporación, “no es solamente poner en movimiento mecánico las reglas de procedimiento y así lo insinuó Ihering. Con este método se estaría dentro del proceso legal pero lo protegible mediante tutela es más que eso, es el proceso justo, para lo cual hay que respetar los principios procesales de publicidad, inmediatez, libre apreciación de la prueba, y, lo más importante: el derecho mismo”[12].  El derecho a la defensa debe estar garantizado en todo el proceso, y su primera garantía se encuentra en el derecho de toda persona al conocimiento de la iniciación de un proceso en su contra en virtud del principio de publicidad.

 

(…) Es así parte esencial del derecho al debido proceso la facultad de ser oído, ya que en caso contrario, es decir, en caso de desarrollo de una litis en el que a una de las partes no se le brindó la posibilidad de defenderse “sería la forma más radical de vulneración del derecho fundamental al debido proceso y de defensa”[14].

 

(…) Considerando precisamente esta posible vulneración al debido proceso, la ley prevé la medida procesal de anulación de las actuaciones surtidas con posterioridad al vicio y que resulten afectadas por éste, señalando expresamente las causales correspondientes en los diversos códigos de procedimiento, “en tanto que lo considera un defecto sustancial grave y desproporcionado que merece protección del derecho a la defensa del demandado”[17] .  (Subrayas propias)
4.6.  DEL CASO EN CONCRETO

4.6.1. En el presente asunto, el señor Jairo Alberto Arango Isaza acude al juez de tutela por considerar que la Fiscalía 168 Especializada DECVDH-ETDDF de esta ciudad vulneró su derecho fundamental al debido  proceso al haber impuesto medida de aseguramiento en su contra, según sus dichos, sin haber fundado tal determinación en los presupuestos legales exigidos en la norma como lo son tener dos indicios graves y el presentar un peligro para la sociedad.

4.6.2.  Revisadas las pruebas que se encuentran en la foliatura, esta Sala observa que la Fiscalía 168 Especializada contra las Violaciones a los Derechos Humanos de esta ciudad adelanta una investigación en contra del señor Jairo Alberto Arango Isaza por los delitos de desaparición forzada agravada en concurso con homicidio agravado, bajo el radicado No.139.390 en la cual ya resolvió la situación jurídica del indagado mediante providencia del pasado 6 de septiembre y en la que dispuso imponer medida de aseguramiento de detención preventiva para que sea cumplida en el establecimiento en donde el accionante se encuentra recluido purgando la condena que la Fiscalía 34 Especializada, hoy Fiscalía 167, la cual profirió sentencia anticipada por aceptación de cargos del accionante dentro del proceso radicado al No.138.035.
4.6.3 En la resolución del 6 de septiembre de 2018 (Fls. 77-97), la Fiscalía accionada dispuso oficiar al centro carcelario de Puerto Triunfo, Antioquia, para que una vez cesen los motivos por los cuales se encuentra detenido el señor Jairo Alberto Arango Isaza alias “kalimán”, sea dejado a disposición de ese Despacho en razón del presente asunto (Fl. 96).  Al respecto, la Delegada de la Fiscalía 168 Especializada DECVDH de Pereira, informó a esta instancia constitucional que la mencionada resolución no se encontraba ejecutoriada y que no es por la causa No.138.035 que adelanta su Despacho el motivo por el cual se encuentra en prisión el actor.

4.6.4. Significa lo anterior, que la investigación penal adelantada en contra del señor Arango Isaza se encuentra en curso, la cual se está tramitando bajo los lineamientos de la Ley 600 de 2000, en donde el actor tendrá la posibilidad de cuestionar los aspectos que ahora pone de presente ante el juez de tutela. Por lo tanto, será en ese escenario en donde el accionante podrá solicitar el respeto de sus garantías y exponer las razones por las cuales considera que las decisiones adoptadas son a su juicio irregulares, en donde tiene a su alcance los recursos legales que existen para contradecir cualquier determinación que se tome y que vaya en contravía a sus intereses.
4.6.5. Por lo tanto, esta Sala no estudiará de fondo lo debatido por el señor Arango Isaza, toda vez que las actuaciones adelantadas por la FGN aún no han culminado, lo que hace improcedente el amparo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6º  numeral 1º del Decreto 2591 de 1991.  En tal sentido,  la Corte Constitucional ha señalado en la Sentencia T – 418 de 2003, dijo lo siguiente (Sentencia T-296 de 2000, MP, Alfredo Beltrán Sierra): 
“(…) De acuerdo, también, con la amplia jurisprudencia de la Corte, la acción de tutela es improcedente cuando el proceso no ha concluido y se pide la protección del juez constitucional para atacar providencias judiciales en trámite en las que se alegue una vía de hecho, por la sencilla razón de que no obstante la posible irregularidad que se hubiere presentado en el trámite del proceso correspondiente, al no estar culminada la actuación, existen normas en el procedimiento para que el afectado alegue oportunamente estas deficiencias, bien sea, pidiendo nulidades, interponiendo recursos, interviniendo en el proceso, todo con el fin de defender sus derechos. Es decir, la improcedencia de la acción de tutela, en estos casos, radica en la existencia de otro medio de defensa judicial, dentro del propio proceso. De allí que la Corte ha señalado que no toda irregularidad en el trámite de un proceso constituye una vía de hecho amparable a través de esta acción. En la sentencia T-296 de 2000 se dijo:

Para analizar cada uno de estos puntos, se tomará como parámetro la jurisprudencia de la Corte Constitucional sobre la vía de hecho. Esta Corporación ha señalado que cuando en la acción de tutela se alega tal situación en relación con las distintas etapas de un proceso, o en la propia sentencia, la intervención del juez de tutela, por ser estrictamente excepcional, debe estar encaminada a determinar si a pesar de existir errores o faltas en los procesos, éstos pueden ser corregidos en el propio proceso, a través de los distintos mecanismos que prevé la ley. Es decir, si para su corrección se pueden proponer recursos, pedir nulidades, etc. En otras palabras, no toda irregularidad en el trámite de un proceso, o en la sentencia misma, constituye una vía de hecho amparable a través de la acción de tutela. Este rigor para conceder la acción de tutela cuando se alegan vías de hecho, obedece al debido entendimiento del artículo 86 de la Constitución, en cuanto al carácter excepcional de la acción de tutela, su procedencia únicamente cuando no exista para el afectado otro medio de defensa judicial y por el respeto por la cosa juzgada por parte del juez constitucional.”. (Subrayas nuestras)
Así las cosas, de admitirse las pretensiones del accionante, sería desconocer los principios que rigen la actividad de los jueces ordinarios de independencia y sujeción exclusiva a la ley previstos en los artículos 228 y 230 de la Carta Política, así como  los del juez natural,  las formas propias del juicio penal que como se dijo antes, las decisiones que en ejercicio de su competencia emiten los órganos de investigación en el trámite de la Ley 600 de 2000, lo que obstaculizaría la finalidad y alcance de la tutela, por el hecho de estar una actuación todavía en curso.

4.6.6. Al respecto, son varias los pronunciamientos en los que la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal, Sala de Decisión de tutelas
 donde se  ha reiterado que al juez de tutela no le es permitido intervenir en “procesos en curso”, tal como indicó en el radicado No.78113 STP2276-2015 del 5 de marzo de 2015,  M.P. Dra. María del Rosario González Muñoz, así:

“Por tanto, la controversia no puede ser resuelta mediante la acción de tutela, en atención a su carácter residual y subsidiario. Al contrario, los reproches expuestos en el libelo inicial corresponden a tópicos que deben alegarse y definirse dentro del proceso, mediante la aplicación e interpretación normativa por parte del funcionario natural.

Ha sido criterio definido y reiterado de la Sala de Casación Penal de la Corte que no es procedente acudir a la solicitud de protección constitucional para intervenir dentro de procesos en curso, no sólo por cuanto ello desconoce la independencia de que están revestidas las autoridades judiciales para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró la acción de amparo como mecanismo residual de defensa de los derechos superiores, mas no para su declaración.

Las críticas puestas de presente constituyen un aspecto ajeno al ámbito de injerencia del juez de tutela, que se limita a ejercer un control constitucional, pero de ninguna manera extensivo al acierto de las instancias, pues la acción de amparo ha sido instituida para garantizar la indemnidad de los derechos fundamentales, pero no constituye una instancia adicional o paralela a la de las autoridades competentes.

En el asunto bajo examen, la actuación penal se encuentra en trámite. Es en ese escenario procesal, ante el funcionario natural, donde debe la parte actora, por sí misma o a través de su apoderado, presentar las solicitudes encaminadas a remediar cualquier situación que estime desconocedora de sus garantías; sin que el juez constitucional deba interferir en ese asunto porque, se recalca, el proceso está en curso.” (Subrayas propias) 
4.6.7. En tal virtud, se reitera que el actor tiene a su disposición otro medio de defensa idóneo para hacer valer sus garantías constitucionales, lo que impide la intervención del juez de tutela y el amparo invocado se torna improcedente.  Además, en este asunto en particular la acción de tutela tampoco procede como mecanismo transitorio, no sólo porque el señor Arango Isaza no lo  invocó, sino porque dentro de la foliatura no se encuentran elementos materiales probatorios que permitan inferir la proximidad de un daño grave e irreparable a los derechos fundamentales del accionante, si se tiene en cuenta que no puede deducirse ninguna de las características de un perjuicio de irremediable que según la jurisprudencia de la Corte Constitucional son esencialmente cuatro, a saber: “(i) la inminencia del daño, (i) la gravedad del mismo, (iii) la urgencia de las medidas de protección y (iv) la impostergabilidad de la intervención del juez.”
  

Los precedentes razonamientos llevan a esta Sala a concluir que el amparo constitucional demandado es improcedente.

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por  el señor Jairo Alberto Arango Isaza en contra de la Fiscalía 168 Especializada Contra Violaciones a los Derechos Humanos DECVDH-ETDDFF de Pereira, de conformidad con los argumentos esgrimidos en este proveído.

SEGUNDO: ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado 

� Corte Constitucional. Sentencia T -254 de 1993 


� Corte Constitucional. Sent. T-231 de 1994 


� Ver también los radicados T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13


� Sentencia  T- 225 de 1993. Ver también, entre muchas otras, las Sentencias T-403 de 1994, T-485 de1994,  T- 015 de 1995, T-050 de 1996, T-576 de 1998, T-468  1999, SU-879 de 2000, T-383 de 2001 y T-1316 de 2001.
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